Comisión de Hacienda ds e a 
Carpetas Nos. 298, 104 y 621 de Versión de dad N* 355 de 
2005 


PROMOCIÓN Y DEFENSA DE LA COMPETENCIA 


Normas 


LIBERTAD DE COMERCIO Y PRESERVACIÓN DE LA LIBRE 
COMPETENCIA 


Normas 


CONTRATACIÓN DE BIENES, SERVICIOS Y PERSONAL A 
TERMINO POR PARTE DE LA 
ADMINISTRACION NACIONAL DE TELECOMUNICACIONES 


Regulación 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 16 de noviembre de 2005 


(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Alfredo Asti. 


MIEMBROS: Señores Representantes José Amorín, Eduardo Brenta, Irene Caballero, Javier Cha, José 
Carlos Cardoso, Carlos González Alvarez, Pablo Pérez González e Iván Posada. 


INVITADOS: Por el Ministerio de Economía y Finanzas, economista Mario Bergara, Subsecretario; 
economista Fernando Antía, Director General de Comercio y economista Leandro Zipitría, 
asesor; y por la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, economista Luis Porto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión da la bienvenida al señor Subsecretario de Economía y Finanzas, economista Mario Bergara, al 
asesor, economista Leandro Zipitría, al Director General de Comercio, economista Fernando Antía y al asesor 
de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, economista Luis Porto. 


A su vez, damos la bienvenida a la señora Diputada Beatriz Costa quien nos acompaña hoy, suplente del 
señor Diputado Tajam, y al señor Diputado Javier Chá, quien concurre en representación del Nuevo Espacio. 


El tema que nos convoca tiene que ver con los proyectos que estamos estudiando de defensa de la 
competencia. El Poder Ejecutivo nos remitió una propuesta y cuando nos visitara el Ministerio de Economía 
y Finanzas se le presentó el proyecto que había surgido del Parlamento, firmado por varios Diputados, 
particularmente por el señor Diputado Posada, quien había tomado la iniciativa. En aquel momento, el señor 
Ministro estableció que iba a enviar a la brevedad sus aclaraciones y aportes, pero en definitiva todo ello 
derivó en un nuevo proyecto 


Esta Comisión ha estado trabajando en esas dos iniciativas y, antes de entrar a su consideración final - 
teniendo en cuenta que también ha habido aportes para hacer de ambos proyectos uno solo- creímos 
fundamental el aporte de la visión de quienes estuvieron trabajando en ese otro proyecto y ver las diferencias 
que tiene con el que está a consideración de esta Comisión. Por lo tanto, damos la palabra al señor 
Subsecretario de Economía y Finanzas, economista Bergara. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- El proceso que describía el señor 
Presidente es el correcto. Habíamos planteado la posibilidad de reformular un nuevo proyecto a partir 
del que había sido tratado en la Legislatura anterior. 


Más allá de que algunos de mis comentarios puedan resultar ociosos en algunos aspectos, sobre todo para 
algunos de ustedes que ya han estado elaborando esta materia, nos gustaría hacer algunas consideraciones 
generales sobre promoción y defensa de la competencia, para entrar luego en algunos aspectos que los 
legisladores deben conocer sobre diagnóstico de la situación en Uruguay y finalmente, hacer algunas 
puntualizaciones referidas al proyecto que envió el Poder Ejecutivo, con algunas variantes que se han ido 
suscitando posteriormente. 


En primer lugar, hay una ubicación conceptual de las políticas de competencia en el marco de la necesidad de 
promover mercados competitivos, pero sin encarar la competencia como un fin en sí mismo, en términos 
generales, y mucho menos en los casos de países pequeños. Las políticas de competencia deben 
esencialmente garantizar reglas de juego. Obviamente, la estabilidad y la credibilidad de reglas de juego 
determinan, en última instancia, los procesos de inversión y, por lo tanto, la generación de empleo genuino en 
el largo plazo. 


Un aspecto central para países como Uruguay es que las políticas de competencia solo pueden concebirse 
como complementos de las políticas de apertura comercial, que el país ha vivido históricamente. En países 
pequeños, donde los mercados son necesariamente concentrados por razones de eficiencia, la competencia, 
básicamente, proviene del exterior. Las políticas de apertura son el principal factor de presión competitiva 
sobre los mercados y sobre las empresas en países chicos. Por lo tanto, las políticas de competencia deben 
interpretarse como complemento o asociadas y consistentes con las políticas de apertura comercial. 


Históricamente, se ha discutido mucho en distintos lugares sobre cuál es el objetivo último de las políticas de 
competencia. Decíamos que la competencia es un instrumento -no un fin en sí mismo-, que debe tener como 
objetivo, en última instancia, mejorar el bienestar de los consumidores, tanto de los actuales como de los 
futuros. Es decir que se debe velar por el hecho de que haya mercados que contribuyan al bienestar de los 
actuales consumidores, y que también promuevan procesos sanos de inversión de los cuales se van a 
favorecer los consumidores futuros. 


Hay muchas confusiones sobre el objetivo de políticas de competencia porque, históricamente, pueden 
haberse utilizado para otorgar beneficios sectoriales o regionales, o se puede haber confundido el objetivo 
central del bienestar de los consumidores con tener injerencia en los procesos competitivos entre empresas, 
con tratar de mejorar posiciones de unas empresas frente a otras. También pudo haber habido aspectos de 
promoción de pequeñas empresas. En definitiva, habrá otras políticas que seguramente apuntarán a otorgar 
beneficios, de acuerdo con las políticas que se sigan a nivel sectorial, regional y de pequeñas y medianas 
empresas, pero no son las políticas de competencia las idóneas para tener buenos resultados en ese sentido. 


Entonces, la política de competencia tiene un objetivo central que es el bienestar de los consumidores 
actuales y futuros y es, en última instancia, además de complemento de las políticas de apertura, una forma 
de regulación indirecta que el Estado ejerce para controlar el ejercicio del poder, en particular, de lo que los 
economistas llamamos "el poder de mercado". Básicamente, esa regulación indirecta para el control del 
ejercicio del poder, se da en términos globales a través de dos grupos de políticas. 


Por un lado, están las políticas de control de comportamiento o de conductas. A su vez, a nivel internacional 
existen dos enfoques, aunque hay uno que cada vez tiene un rol mayor y esto es si hay ciertas prácticas que 
"per sé", en sí mismas, constituyen una práctica anticompetitiva, o si son sospechosas de ser 
anticompetitivas; en tal caso, debe demostrarse el impacto anticompetitivo para que las empresas sean 
sancionadas, para que haya castigo. 


La sofisticación de los procesos de competencia lleva necesaria y conceptualmente al hecho de que es muy 
difícil determinar que haya prácticas que "per sé" constituyan prácticas anticompetitivas y, por lo tanto, la 
tendencia sistemática y predominante es la de tener el enfoque de que las conductas deben castigarse en la 
medida en que efectivamente tengan un impacto anticompetitivo. 


Entonces, un primer bloque de políticas refiere a lo que llamamos políticas de control de comportamientos o 
de conductas, y un segundo bloque refiere a las políticas de control estructural. Más adelante nos vamos a 
detener en este último aspecto porque sabemos que es un punto de discusión, sin perjuicio de lo cual 
adelantamos que se trata de que ciertas estructuras de mercado "per sé" también pueden tener un efecto 
anticompetitivo y no necesariamente hay que esperar a que haya conductas anticompetitivas para evitar estos 
resultados o para llegar a la sanción. 


A los efectos de las formas de implementación de las políticas de competencia la idea es ejercer una forma de 
regulación indirecta sobre el ejercicio del poder. Para eso el control de poder de mercado implica aspectos de 
definición del mercado relevante. Cuando hablamos de poder de mercado nos referimos a un mercado; 
entonces, hay que delimitar adecuadamente la dimensión, el alcance, los sustitutos, el ámbito geográfico, 
etcétera, a que refiere el mercado cuyo poder estamos tratando de controlar. También hay que tener 
operativamente formas de medición de ese poder de mercado. Estos aspectos son muy complejos desde el 
punto de vista económico y no hay una sola biblioteca en cuanto a definir mercados relevantes y medir su 
poder de mercado. 


Los aspectos centrales de las políticas de control de conductas esencialmente apuntan a prevenir lo que 
llamamos el abuso de posiciones dominantes. El hecho de que alguna empresa en el mercado relevante tenga 
la capacidad de tomar acciones que afecten de manera sustancial el proceso competitivo hace que las 
prácticas de esas empresas que tienen posición dominante, deban ser analizadas para ver si efectivamente 
tienen la intención y el impacto anticompetitivo. 


La posición dominante en sí misma, o sea la posición dominante "per sé", no es algo que usualmente se 
castigue, sino que lo que sí se castiga es el abuso de la posición dominante. A tal efecto tiene que haber una 
conducta de abuso y para eso hay que identificar prácticas anticompetitivas y comprobar que esas prácticas 
efectivamente acarreen perjuicios a la competencia a través de conductas que pueden ser abusivas o 
excluyentes de competidores o potenciales competidores. 


Con respecto a las políticas estructurales, el principal elemento es lo que se llama el control de 
concentraciones, que es una política estructural que procura evitar que los procesos de concentración 
refuercen las posiciones dominantes. La concentración puede ser en sentido horizontal, es decir dentro de un 
mismo mercado tener una porción mayor del mismo, o vertical, en donde se atan aspectos de mercados que 
están verticalmente relacionados como, por ejemplo, mercados de insumos con mercados de productos 
finales o con cadenas de distribución y de comercialización, conglomerados en distintos productos, etcétera. 


El control previo de concentraciones, en general, tiene que definir cuál es el mercado relevante en esto y debe 
contarse con elementos de medición objetiva acerca del grado de concentración del mercado -tampoco hay 
una única biblioteca al respecto-, y, obviamente, asumiría "per sé" que hay un perjuicio por el mero hecho de 
que haya una concentración. 


En términos generales, en las políticas de competencia hay algunos requisitos básicos que la literatura sugiere 
analizar y es que efectivamente se producen distorsiones atribuibles al ejercicio del poder de mercado y que 
estas distorsiones son imputables a los agentes que operan en el mercado y generan una reducción del 
excedente económico de los agentes, en particular, de los consumidores. 


Dentro de las posibles conductas que penarían las políticas de competencia están las prácticas colusivas, que 
son acuerdos para no competir, que pueden ser explícitos o tener algún componente tácito, pero apuntan 


esencialmente a fijar parámetros o restricciones de conducta de manera que los agentes del mercado no 
compitan y, por lo tanto, perjudiquen en última instancia a los consumidores. 


El segundo grupo se denomina de prácticas exclusorias, como, por ejemplo, la obstaculización a la entrada de 
nuevos competidores, la depredación de competidores -o sea usar prácticas ¡legítimas para sacarlos del 
mercado- y algunos contratos de exclusividad. Este es un buen ejemplo de algo que no es competitivo "per 
sé", pero pueden ser usados como un instrumento anticompetitivo en ciertas circunstancias. 


Un tercer grupo de conductas punibles es lo que llamamos el abuso explotativo de la posición dominante. 
Aquí se pueden tener políticas de discriminación de precios o de ventas atadas. Por ejemplo, este último caso 
se da si tengo una posición dominante en un mercado pero participo en dos, siendo en uno monopolio y en el 
otro competidor; si tengo prácticas comerciales que hacen que los consumidores necesariamente deban 
comprarme a mí en el mercado competitivo porque si no, les bloqueo el acceso al mercado monopólico, estoy 
atando los dos bienes y esta es una práctica de abuso de posición dominante. 


Hace un rato decía que no hay una única biblioteca para definir y medir el alcance de mercado relevante, el 
poder de mercado y la concentración en el mercado; esto nos está pautando que desde el punto de vista 
operativo las políticas de competencia tienen serias dificultades prácticas en las definiciones y en la 
aplicación y medición de los conceptos. 


También hay elementos conceptuales que implican una equivalencia observacional pero que tienen atrás 
distintas interpretaciones. Por ejemplo, hay ciertos procesos de concentración que pueden ser el resultado de 
prácticas anticompetitivas previas, o el resultado legítimo de un proceso competitivo donde las empresas más 
eficientes son las que obtienen mayores porciones de mercado. Es decir, hay una equivalencia observacional 
y se ve una mayor concentración en el mercado, pero no necesariamente puede decirse que se llega a esa 
posición dominante a través de prácticas ilegítimas, sino que también las prácticas competitivas legítimas 
permiten que haya empresas que obtengan mayores porciones de mercado. 


Por lo tanto, en el terreno operativo también se deben manejar nociones operativas de competencia y de 
poder de mercado e, inclusive, hay gente que plantea la necesidad de prestar más atención a las barreras 
institucionales que limitan la competencia más que a los propios resultados del juego de mercado. 


Estos antecedentes son importantes para evaluar que desde el punto de vista operativo hay dificultades, que 
todo esto implica recursos y comprensión y que el diseño de las políticas de competencia debe hacerse no 
solo de acuerdo con las características de la economía sobre la cual estamos trabajando, sino también en base 
a otros factores institucionales que van a determinar que ciertas formas de reprimir conductas 
anticompetitivas se puedan hacer de mejor o peor manera. En ese sentido, la discusión sobre el órgano de 
aplicación de la política de competencia es relevante y hay que insertarla en un marco institucional 
determinado, con una clara separación de funciones, con clara transparencia de operación, con recursos -que 
se requieren para realizar este trabajo-, con una nítida definición de roles y de relaciones con reguladores 
sectoriales -que en la mayor parte de los países tienen ciertas potestades de órgano de aplicación de políticas 
de competencia- y, por lo tanto, hay que actuar de la manera más transparente y autónoma posible. O sea que 
a nivel internacional, el marco institucional de los distintos países determina distintas formas de organizar las 
políticas de competencia y de ubicar a los organismos de aplicación de esas políticas. 


Permítanme abordar aspectos de diagnóstico en el caso de Uruguay. Vamos a empezar por aspectos 
normativos y operativos 


Una primera impresión que tiene esta Administración es que históricamente la promoción y la defensa de la 
competencia no ha sido una prioridad política en general en el Uruguay. La normativa es muy escasa y de 
aplicación problemática, por la propia explicitación de la legislación actual. Los artículos 13 y 14 de la 
primera ley de urgencia del año 2000, que son la normativa en defensa de la competencia, son escuetos, y 
además su propia formulación implica muchas dificultades para la aplicación. La ubicación y la fortaleza 
institucional de la autoridad de competencia, obviamente es algo muy delicado y también se dan problemas 
en la situación uruguaya; si bien la Dirección General de Comercio del Ministerio de Economía y Finanzas es 
el órgano de aplicación responsable de esos dos artículos de la ley, no existe un ámbito específico, con 
potestades específicas dentro de la Dirección como para operar razonablemente. Además entendemos que la 
Dirección General de Comercio, por un tema de conflicto de intereses, no es un ámbito adecuado para que un 
tribunal de la competencia opere. A su vez, hay competencias difusas entre este órgano de aplicación de la 


legislación de competencia -la Dirección General de Comercio- y los reguladores sectoriales. Me refiero al 
Banco Central, en el área del sistema financiero, a la Unidad Reguladora de Servicios de Energía y Agua y a 
la Unidad Reguladora de Servicios de Comunicación, que también tienen funciones y potestades sobre la 
aplicación de las políticas de competencia en Uruguay. 


La experiencia operativa es muy escasa y no existen claramente definidas reglas de responsabilidad y de 
transparencia. La cultura de competencia, tanto en la Administración como en la economía y en la cultura del 
país, es muy limitada y además existe una gama de procedimientos, sanciones y mecanismos también muy 
inadecuados; en particular puede decirse que las sanciones a prácticas anticompetitivas previstas en la ley son 
muy inadecuadas y los mecanismos de apelación también lo son o son inciertos. 


Entonces, una pregunta que debemos hacer desde la perspectiva del Uruguay es si se debe imitar de manera 
irrestricta la experiencia internacional. Obviamente, en esto entran consideraciones relevantes con respecto a 
que en países desarrollados la defensa de la competencia ha traído mejoras de eficiencia en innovación, en 
competitividad y en bienestar. Sin embargo, hay riesgos al imitar sin tomar en cuenta algunas características 
del Uruguay, en particular, el tamaño de su economía. En este caso, efectivamente, el tamaño importa 


Uruguay es una economía pequeña; los niveles de concentración en general en los mercados son altos, en 
buena medida porque se requieren escalas mínimas eficientes elevadas como para poder operar y competir a 
nivel internacional. Existen altas barreras a la entrada de los distintos mercados y en muchos casos con 
niveles de producción subóptimos. Esto lleva a que en general uno visualice pocos agentes relevantes en cada 
mercado. En general, los mercados en Uruguay ya son concentrados, pero el número de agentes "per se" no 
es indicativo de abusos anticompetitivos. Es decir que el hecho de que haya pocas empresas en un mercado 
en sí mismo no dice necesariamente que el grado de competencia en el mercado sea alto o bajo. Puede haber 
dos o tres empresas en un mercado y competir de manera intensa. Puede haber muchas empresas en el 
mercado, pero la posición de una o de dos de ellas puede hacer que el grado de competencia sea menor. O sea 
que el número de empresas en el mercado no necesariamente implica que haya una afectación de la 
competencia. 


En economías pequeñas, con más razón, la competencia no puede considerarse como un fin en sí mismo. La 
promoción y la defensa de la competencia deben analizarse de manera balanceada con los objetivos de 
eficiencia económica; deben asociarse a mejoras de eficiencia. En este sentido, hay quien plantea que la 
concentración en este caso es inevitable, en tanto que si uno quiere que haya empresas uruguayas que puedan 
competir a nivel internacional, se requiere cierta escala de producción, porque de otra manera no podrían 
hacerlo. Por lo tanto, cierta concentración en el mercado, en este marco de apertura comercial, puede 
visualizarse como un mal necesario. La alternativa es que esas empresas o ese sector no opere en Uruguay. 
Por lo tanto, insisto en que las políticas de competencia en ese sentido deben visualizarse con un rol 
complementario, consistente y compensatorio de la política comercial. 


La principal presión competitiva en los mercados uruguayos necesariamente viene de la apertura comercial. 


Por lo tanto, en economía pequeñas como en Uruguay, deben considerarse reglas de defensa de la 
competencia, pero que impliquen consideraciones de eficiencia, mucha prudencia en lo que llamamos las 
reglas "per se", mucha prudencia en la política estructural -en el control de concentraciones-, priorizar los 
recursos para atacar las conductas anticompetitivas, o sea priorizar la regulación y el control de 
comportamientos y conductas, y tener una mayor transparencia de estas cosas, es decir la explicitación de la 
constelación de intereses en juego en cada caso. 


Permítanme hacer una digresión en cuanto a cómo es la cultura empresarial uruguaya con respecto a temas de 
competencia. Si mal no recuerdo, en el mes de julio recibimos una encuesta que realizó Equipos Mori para la 
Dirección General de Comercio, y me gustaría comentar alguno de sus resultados. La encuesta se da a partir 
de 892 casos de empresarios distribuidos en todo el país, o sea que estamos hablando de un número muy 
grande de empresas que, tanto en Montevideo como en el interior tienen una distribución muy significativa. 
Es una muestra realmente amplia y es representativa, tanto por sector como por tamaño de empresa. Quiere 
decir que la encuesta está muy bien cubierta en los distintos sectores de la economía y en empresas pequeñas, 
medianas y grandes. 


Un resultado inmediato de la encuesta es que el conocimiento sobre la normativa de defensa de la 
competencia en Uruguay es escaso y la cultura competitiva del empresariado es, por decir lo menos, 


preocupante. ¿Por qué? Casi el 80% de los empresarios nunca escuchó hablar de la legislación de 
competencia. Solo el 15% declara estar bien informado sobre la legislación de competencia. El 70% de los 
empresarios cree que el objetivo de la política de competencia es defender a las empresas, y casi el 50% cree 
que es defender a los competidores. Estamos en marco de empresariado que no sabe ni que existe la 
legislación de competencia, y los que más o menos escuchan hablar del tema piensan que es una legislación 
que debe defender a las empresas. Menos del 5% de los empresarios conoce algún órgano de aplicación de la 
defensa de la competencia. Casi el 75% desconoce dónde reclamar ante problemas de competencia; o sea que 
si considera que hay una práctica competitiva que lo perjudica, las tres cuartas parte de los empresarios no 
sabe ni a donde ir. Hay un desconocimiento generalizado del concepto de promoción y defensa de la 
competencia. 


Hasta aquí se deduce que la gente no sabe que en Uruguay hay legislación sobre competencia ni cuáles son 
los órganos de aplicación. Eso se puede resolver con mayor información. Ahora vayamos a lo realmente 
preocupante, que es lo que entienden los empresarios por prácticas anticompetitivas, es decir, la cultura 
empresarial con respecto a esto. 


La mitad de los empresarios encuestados cree que la fijación coordinada de precios entre empresas no es una 
conducta anticompetitiva. Coordinar precios con el rival, para la mitad de los empresarios uruguayos es 
perfectamente normal. La mitad cree que el reparto acordado del mercado entre empresas no es una conducta 
anticompetitiva. O sea: fijemos el precio vos y yo; nos repartimos el mercado la mitad cada uno. Es 
perfectamente normal. 


Un tercio cree que la firma de contratos de exclusividad con todos los minoristas nunca es anticompetitivo. 


Estamos hablando de conductas que son groseramente anticompetitivas y que la cultura empresarial uruguaya 
incorpora como prácticas normales en los procesos comerciales. Más del 80% no reclama cuando considera 
que no se respetan los principios de la competencia. El panorama de información y de cultura empresarial - 
reitero- es al menos preocupante. 


Voy a ir al proyecto sobre promoción y defensa de la competencia que el Poder Ejecutivo elevó. Por un lado, 
es importante destacar que la filosofía del proyecto no es solo de defensa de la competencia; no solo tiene la 
intención de actuar a la defensiva, como reacción a prácticas anticompetitivas, sino que también tiene un 
componente de promoción, que implica entender mejor cómo funcionan los mercados en Uruguay y elaborar 
lineamientos y políticas que apunten a promover el funcionamiento competitivo de los mercados. Tiene una 
posición no solo reactiva sino también proactiva. 


Claramente mejora la definición de objetivos de las políticas de competencia, y siempre estoy comparando 
con la legislación vigente, con los artículos 13 y 14 de la Ley de Urgencia de 2000. 


Tiene una lógica de análisis de casos basada en la teoría económica y la experiencia internacional que la 
legislación vigente no tiene, y creemos que hay una adecuación de los mecanismos, para un mejor 
diligenciamiento de los casos. Todo el procedimiento previsto en el Decreto reglamentario N* 86 no es el 
adecuado para diligenciar casos de defensa de la competencia. 


Hay una reubicación institucional del órgano de aplicación. Se genera un Tribunal de la Competencia 
desconcentrado dentro del Ministerio de Economía y Finanzas, y se definen aspectos de acuerdo con las 
mejores prácticas, en cuanto a cómo definir quiénes integran ese Tribunal. 


Existe una clara definición de competencias de los organismos reguladores sectoriales; se definen bien cuáles 
son las relaciones entre este Tribunal de la Competencia y los reguladores sectoriales, en particular Banco 
Central, URSEA y URSEC, con reglas de transparencia -hasta hoy ausentes- y con una adecuación del 
régimen sancionatorio, porque también tenemos una visión crítica del régimen actual. 


Es claro que, consistentemente con lo que dijimos antes, el proyecto no incluye un control previo de 
concentraciones. Entendemos que desde el punto de vista conceptual, la teoría económica es clara en cuanto a 
que la estructura de mercados no determina conductas y no determina resultados. Las características de la 
economía uruguaya y la experiencia internacional inducen a pensar que el control previo puede tener muchos 
costos en términos de eficiencia sin los beneficios de evitar concentraciones eventualmente dañinas. De todos 
modos, si fueran dañinas serían castigadas por la vía de las conductas. Por lo tanto, pensamos que deben 


primar las consideraciones de eficiencia, competitividad y empleo, y entonces se deben concentrar los 
recursos -que van a ser escasos seguramente- en prevenir y sancionar las conductas en la etapa incipiente de 
esta legislación y no en controles de concentraciones, con todos los problemas que hemos visto. 


Hemos intercambiado ideas con algunos miembros de la Comisión. Se nos ha planteado la posibilidad de 
generar algún mecanismo de notificación previa o posterior de concentraciones. Ese puede ser un buen 
elemento que opere como una alarma en cuanto a poner una luz amarilla en ciertos sectores donde la 
concentración está creciendo. Es una línea sobre la cual se puede trabajar, y puede ser adecuado un articulado 
propuesto con respecto a la notificación previa o la notificación en general de concentraciones. Habrá que ver 
si el Tribunal de la Competencia tendrá que tomar algunas acciones específicas cuando se notifiquen 
concentraciones bajo ciertas circunstancias, como por ejemplo tener la potestad de requerir información 
sistemática o cosas por el estilo, para hacer un seguimiento de las conductas de esas empresas. 


Pero también tengamos en cuenta lo que decíamos hace un rato. Está muy bien preocuparnos si hay una 
mayor concentración fruto de una fusión o de una adquisición ahora, pero la realidad actual en el Uruguay es 
que prácticamente todos los mercados ya están concentrados, por las razones que esgrimimos hasta hace un 
rato. 


Por lo tanto, creemos que el proyecto que envió el Poder Ejecutivo es bueno, que puede mejorarse a través de 
un proceso de notificación de concentraciones, y habrá que ver qué detalles podemos incluir para dar 
lineamientos claros al eventual Tribunal de Aplicación sobre cómo actuar en esos casos. 


Consideramos que es inconveniente tener una legislación dura con respecto al control previo de 
concentraciones. Es algo que a nivel internacional cada vez opera menos, cada vez se discute más y se elude 
más, porque las concentraciones y las fusiones, sobre todo para casos como el de Uruguay, no se deciden 
aquí ni en función del mercado uruguayo. Pensemos en los dos o tres casos relevantes que hubo en los 
últimos años y vamos a tener claro que en las cervezas, en las telefónicas y en ningún caso de esos la decisión 
se tomó en Montevideo y ni siquiera involucraba el mercado uruguayo. O sea que estamos hablando de que 
un control previo en ese sentido también sería poco operativo y la propuesta acompaña la tendencia 
internacional de concentrar el esfuerzo de las políticas de competencia, sobre todo en países chicos con 
apertura comercial amplia como tiene Uruguay, en sancionar prevenir, castigar las prácticas anticompetitivas, 
en poner todo el peso en el control de conductas y comportamientos. 


Esto opera como fundamentación del proyecto que envió el Poder Ejecutivo y, obviamente, nos mostramos 
abiertos a sugerencias en este terreno. Quedamos a disposición tanto quien les habla como el equipo que está 
aquí, que si se me permite voy a presentar, aunque debí hacerlo al principio. Me acompañan el economista 
Fernando Antía, que es el Director General de Comercio; el economista Leandro Zipitría, que es quien 
precisamente trabaja dentro de la Dirección General de Comercio en los casos de defensa de la competencia 
actuales, y el economista Luis Porto, asesor de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Así que los cuatro 
quedamos a disposición de las consultas, aportes o sugerencias que nos puedan hacer. 


SEÑOR POSADA.- Quiero dejar algunas reflexiones. 


La primera es que el proyecto del Poder Ejecutivo se basa en el texto aprobado por la Cámara de 
Representantes en la Legislatura pasada; inclusive, tiene algunos artículos exactamente iguales. 


Pienso que las diferencias están concentradas en el artículo 6”. En el caso del Poder Ejecutivo se define un 
abuso de posición dominante; en el aprobado por la Cámara de Representantes en la Legislatura pasada con 
los votos de todos los partidos se define poder de mercado. Allí hay diferencias que, a mi juicio, son 
sustanciales. En particular, pienso que la definición del proyecto aprobado por la Cámara de Diputados es 
mucho más consistente. Por ejemplo, hago referencia a la parte final del artículo 6” del Poder Ejecutivo, 
cuando se define el abuso de competencias. Se dice: "Se considera que existe abuso de posición dominante 
cuando la o las empresas que se encuentran en tal situación actúan de manera indebida, con el fin de obtener 
beneficios o causar perjuicios a otros [...]". 


La obtención de beneficios está en la base de cualquier actividad empresarial; por tanto, el hecho de obtener 
beneficios no es de por sí una conducta que pueda configurarse como abuso de posición dominante. En todo 


caso, las referencias que están en los literales A) y B) del artículo 6” del proyecto aprobado por la Cámara de 
Diputados, precisan mucho más qué es una situación de poder de mercado. 


Lo que no está en el proyecto del Poder Ejecutivo y no es menor, es lo que establece el artículo 7” del texto 
aprobado por la Cámara de Diputados, que refiere a las ganancias de eficiencia, porque cuando tenemos que 
analizar el tema de un abuso de posición de mercado debemos valorar si esa reducción de la competencia -y 
es lo que tiene que hacer el órgano de aplicación- genera ganancias de eficiencia en el desempeño económico 
de los sujetos, las unidades económicas y las empresas involucradas y, sobre todo, el beneficio que los 
mismos trasladan a los consumidores, aspecto que me parece sustancial en cualquier aproximación al tratar 
de legislar en materia de defensa de la competencia y libertad de mercado. 


La otra diferencia sustancial entre un proyecto y otro es el hecho de que exista o no control previo. En el 
proyecto aprobado por la Cámara de Representantes existe; en el que envía el Poder Ejecutivo se elimina ese 
capítulo. En lo personal, estamos absolutamente convencidos de que si vamos a legislar en materia de 
competencia y libertad de mercados tenemos que establecer un órgano de control previo. De lo contrario, el 
órgano de aplicación tomará nota de las eventuales situaciones que se den y que supongan notoriamente una 
situación que termine siendo perjudicial por la vía de fusiones y demás, para preservar esa libertad de 
competencia. 


Ese enfoque no es nuevo y se viene discutiendo desde la Legislatura pasada. El anterior Poder Ejecutivo, a 
través de la presentación que hicieron oportunamente la entonces Directora General de Comercio, la 
economista Fanny Trylesinski, y la asesora, doctora Eva Holz, sostuvo la misma tesis que se plantea ahora. 
Notoriamente hay una visión distinta que responde a un análisis de mercado. 


La otra reflexión que quería hacer es respecto al comentario que hacía en relación a la percepción que tienen 
las empresas. Pienso que los empresarios perciben bien una cosa: en realidad, lo que existe en materia de 
legislación de defensa de la competencia es nada. El planteo y el trabajo que se realizaron en la Cámara de 
Diputados, con el invalorable aporte del doctor Rippe, en la Legislatura pasada, fue precisamente como 
consecuencia de que percibíamos que no había una legislación, que aquellos esfuerzos que se habían hecho 
primero en una Ley de Presupuesto y después en una Ley de Urgencia eran absolutamente insuficientes. 
Tenemos una legislación en materia de superficies que da respuesta a una situación de hecho, pero tampoco 
parece adecuada y tenemos que legislar para establecer reglas claras que permitan actuar en defensa de la 
competencia y preservar la libertad de mercado. 


Obviamente, acá hay un tema hasta filosófico en cuanto a las definiciones. Por cierto que atendemos las 
razones que se plantean desde el Poder Ejecutivo. Las conocíamos, pero en el tema del control previo nos 
parece fundamental que haya un órgano que evalúe esa posibilidad. Es un aspecto central en un proyecto que 
tienda a establecer reglas claras en este sentido. 


SEÑOR BRENTA.- Quiero hacer algunas reflexiones y consultas. 


El señor Subsecretario hacía algunas consideraciones con respecto a cómo se han producido algunos procesos 
de fusión en algunas áreas de la actividad económica, donde las decisiones han sido tomadas fuera del marco 
de nuestras competencias y de la realidad nacional. Creo que ese es un fenómeno bastante conocido por 
todos. 


En ese sentido, quería preguntar si a nivel del MERCOSUR existe un ámbito de intercambio respecto de 
políticas de defensa de la competencia, porque me parece que cada vez más -dadas las características del 
proceso de globalización a nivel económico- es necesario el avance en la coordinación por parte de los 
distintos países, por lo menos en el caso de Uruguay, donde hay una política definida por el Gobierno en el 
sentido de jerarquizar la integración a nivel regional y de generar políticas comunes. Lo pregunto porque 
algunos de estos procesos se han dado entre empresas cuya presencia en la región es significativa. 


El señor Diputado Posada hablaba de una diferencia casi filosófica. Puede ser, pero me parece que algunas de 
estas diferencias que pueden ser expresadas en esos términos deben tener un correlato con el mundo real y se 
deben analizar las características de los procesos que se están desarrollando a nivel económico en el mundo y 
particularmente en caso del Uruguay, en la región, dada la pequeñez de su mercado. Por tanto se deben 
considerar las dificultades de instrumentar políticas que desde el punto de vista filosófico son compartibles 


pero cuyo aterrizaje a la realidad nos puede conducir por caminos en los que sea imposible aplicarlas. Esta es 
una consideración de carácter general. 


Tengo la impresión de que hay áreas de la economía en las cuales hay procesos de concentración muy 
significativos, y al respecto no creo que haya opiniones contrarias. El mercado lácteo en Uruguay es un 
ejemplo. La presencia de CONAPROLE es de enorme peso; no sé qué porcentaje del mercado tiene. 


SEÑOR POSADA.- En ese caso el proceso ha sido al revés. 
SEÑOR BRENTA.- Está bien, pero por las características del país hay áreas en las que hay procesos... 
(Interrupción del señor Representante Posada) 


——Venimos de un proceso monopólico; es verdad. Pero determinadas situaciones pueden estar 
planteadas de hecho y la norma debe considerar la realidad. 


Con respecto al artículo 6”, tengo una opinión distinta a la del señor Diputado Posada. Me parece que el 
proyecto aprobado por la Cámara de Diputados es bastante general en lo que refiere al poder de mercado. Por 
ejemplo, el literal A) dice: "Pueden decidir las estrategias de mercado, sin tomar en cuenta las posibles 
conductas de sus competidores". 


Pienso que esta es una definición muy general, que no necesariamente genera una situación de abuso de la 
posición dominante. Sin embargo en la frase que el señor Diputado Posada leía del artículo 6” que envió el 
Poder Ejecutivo -que no leyó completa- dice: "Se considera que existe abuso de posición dominante cuando 
la o las empresas que se encuentran en tal situación actúan de manera indebida, con el fin de obtener 
beneficios o causar perjuicios a otros, los que no hubieran sido posibles de no existir tal posición de 
dominio”. 


(Interrupciones del señor Representante Posada.- Respuesta del orador) 


Me parece que este artículo -lo digo con el mayor respeto que me merece el señor Diputado 
Posada- tiene una redacción más acorde al tono de la discusión previa que la Comisión ha venido 
desarrollando respecto al tema. Particularmente, me interesan las consideraciones relativas a los 
procesos regionales y qué nivel de debate o avance hay en este tipo de políticas. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Voy a hacer algunos comentarios 
respecto a ambas apreciaciones y después solicitaré a los compañeros de mi equipo que complementen 
mi formulación. 


Con respecto a la discusión del artículo 6” del proyecto anterior, referido al poder del mercado, y al 

artículo 6* del proyecto enviado por el Poder Ejecutivo, relativo a abuso de posición dominante, tenemos que 
distinguir dos conceptos diferentes. Aquí el proceso consiste en que, una vez que alguien define el mercado 
relevante, habrá que analizar si alguien tiene posición dominante o no. Se puede hacer a través de diversas 
mediciones o conceptos; uno de ellos es utilizar el concepto de poder de mercado. A su vez, el hecho de tener 
una posición dominante no es sinónimo de abusar de ella. Tenemos que ir ordenadamente, porque el 

artículo 6* del proyecto anterior mezcla el concepto de poder de mercado con conductas abusivas. Está 
poniendo dentro del concepto de poder de mercado cosas que no son parte del concepto. Una empresa tiene 
poder de mercado cuando efectivamente tiene la capacidad de fijar unilateralmente las variables clave del 
mercado. Ahí ya se mezcla con el hecho de si se actúa en forma coordinada con otras empresas y demás. En 
última instancia, está implícito que no es necesario que se abuse de ese poder de mercado. ¿¿Alcanza con que 
exista poder de mercado para que esto deba ser sancionado? No. Entendemos que hay que aclarar que debe 
haber abuso de una posición dominante; no alcanza con tener posición dominante. Si no, tendríamos que salir 
a sancionar a empresas en casi todos los sectores de la economía del Uruguay, porque empresas con posición 
dominante en el país hay en la mayor cantidad de los sectores económicos. Para que sea sancionable 
entendemos que debe haber un abuso de esa posición dominante. En ese sentido, creemos que es más clara la 
apreciación del nuevo proyecto, porque no confunde el concepto de poder de mercado con el de abuso de 
posición dominante. 


Lo que es realmente relevante a los efectos de la política de competencia es prevenir o castigar el abuso de la 
posición dominante y no la posición dominante en sí misma. 


SEÑOR POSADA.- En lo que señala el señor Subsecretario me parece que de alguna manera se 
confunde la definición de poder de mercado con el ejercicio abusivo de poder de mercado, que está 
definido en artículos anteriores, cuando se habla de las prácticas prohibidas en el artículo 4”. Importa 
definir el poder de mercado para identificar esa situación y después, en todo caso, verificar si hay 
posición abusiva, si hay poder de mercado usado en forma abusiva. Eso es lo que dice el artículo 4” 
cuando habla de las prácticas prohibidas. Para eso importa la definición de poder de mercado. El 
hecho de que exista poder de mercado no implica una conducta abusiva. Es un problema de 
terminología. En todo caso, tenemos que manejar correctamente los términos. De lo contrario, nos 
enfrascamos en una discusión en la que no se manejan los mismos términos. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Compartimos absolutamente la 
preocupación del señor legislador Posada. Creemos que se debe ser muy preciso en los términos, 
porque después alguien tiene que aplicar esto y si los conceptos no son adecuados, pasa lo que sucede 
hoy: la legislación está mal redactada y la aplicación, la parte operativa, abre flancos que la hacen 
prácticamente inaplicable. Es un milagro que haya casos de defensa de la competencia en Uruguay. 


SEÑOR POSADA.- ¡Apoyado! 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- El asunto es que el artículo 4” del 
proyecto anterior enumera prácticas, pero en ningún momento las relaciona a posiciones dominantes. 


SEÑOR POSADA.- El numeral 2) del artículo 4” establece. "El ejercicio abusivo del poder de mercado, 
individual o colectivo, [...]"". 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Esa es una de las prácticas; hay otras 
que no se asocian al poder dominante. 


Más allá de eso, creemos que en la formulación que el Poder Ejecutivo eleva, el artículo 4” también enumera 
conductas, pero lo hace en un marco ordenado, definiendo que esas conductas deben catalogarse como 
anticompetitivas en ciertas circunstancias, como en caso de abuso de posición dominante. Lo que quiero 
aclarar es que si hay una forma mejor de redactar las cosas, bienvenida sea, pero conceptualmente no 
tenemos dudas de que poder de mercado es una cosa, posición dominante es otra y abuso de posición 
dominante otra, y lo que debe castigarse es esto último. 


Vale la pena aclarar un tema puntual, aunque quizá la redacción pueda mejorarse. Obviamente, obtener 
beneficios es un móvil legítimo de las empresas, pero aquí se está refiriendo a beneficios que no hubieran 
sido posibles de no existir la posición de dominio. No se está hablando de la búsqueda de beneficios en 
general, sino de que hay una posición dominante, de la cual se abusa, y hay prácticas indebidas que permiten 
a la empresa generar beneficios que no se hubieran obtenido sin esas prácticas anticompetitivas y sin la 
posición de dominio. Reitero que si es un problema de redacción, cualquier mejora es bienvenida. Quiero 
aclarar que esto está inspirado de manera casi textual en la norma N* 86 de la Unión Europea. O sea que tiene 
cierto respaldo en ese sentido. 


También compartimos la preocupación del señor legislador Posada en cuanto a lo que era el artículo 7*, 
relativo a ganancias de eficiencia. Para nosotros, las consideraciones de eficiencia -en esto creímos haber 
sido lo suficientemente enfáticos en la formulación inicial- son cruciales. Tanto compartimos eso que 
tomamos buena parte de la redacción del artículo 7* y lo llevamos al principio general en el artículo 2”. 
Todavía le dimos más importancia, porque lo marcamos en el principio general, en el segundo inciso del 
artículo 2”, de manera de incorporar las consideraciones de eficiencia. Reitero que compartimos con el señor 
legislador Posada esa preocupación. 


No sería adecuado interpretar que "per sé" la concentración en el mercado es negativa. Hay que evaluar 
consideraciones de eficiencia, de prácticas. Si uno a priori entiende que el hecho de estar concentrado no 
genera un daño en sí mismo ¿qué es lo que debe evaluar el que debe decir si se pueden fusionar o adquirir 


empresas? Hasta que no haya una conducta abusiva y que sea punible no se puede actuar. Si uno entiende que 
la concentración es mala en sí misma, se pone un límite cuantitativo y esto pasa o no. Hay una regla 
cuantitativa, objetiva, y a otra cosa. Se permite o no se permite. Creo que el señor legislador Posada ni 
nosotros partimos de la base de que la concentración en sí misma es mala. Entonces, si hubiera un control 
previo de concentraciones ¿qué debe evaluarse para decir que una concentración se admite y otra no, si en sí 
misma la concentración no me dice demasiado? Me pone una alerta, me dice: "Ojo, en este mercado hay más 
concentración, seamos más cuidadosos". Por eso entendemos que la vía de la notificación ayuda. Quizá haya 
que incorporarle otros elementos, como requerir información de manera periódica, sistemática, pero a priori 
uno no puede decir esto sí o esto no. Me gustaría que el economista Zipitría complementara la respuesta al 
señor Diputado Brenta acerca de la situación en el MERCOSUR y de lo que se ha ido conversando en estos 
últimos años, y que sobre los aspectos operativos de algunas fusiones y algunos casos de mercados concretos 
complementara el economista Porto. Antes quiero decir que Brasil no tiene un régimen de control previo de 
concentraciones; Argentina lo tiene desde hace muy pocos años, con muchas dificultades y en un marco en el 
que la regulación ha sido mucho más intrusiva, no solamente en aspectos generales sino también en sectores 
específicos. En Chile tampoco hay un mecanismo de control previo de concentraciones. 


Solicito autorización para que los economistas Zipitría y Porto complementen la información. 


SEÑOR ZIPITRÍA.- Además de trabajar como asesor en la Dirección de Comercio en temas de 
defensa de la competencia, también he estado participando en las reuniones del MERCOSUR en que se 
discutió acerca de los aspectos de defensa de la competencia. En el MERCOSUR, en los años 1996- 
1997, se ha aprobado un Protocolo de Defensa de la Competencia que ha sido internado por Brasil y 
Paraguay. En estos momentos, Paraguay no tiene una ley de defensa de la competencia pero ha 
internado el Protocolo; Brasil sí tiene una ley de defensa de la competencia y además ha internado el 
Protocolo de Defensa de la Competencia; Uruguay y Argentina todavía no han internado este 
Protocolo y en estos momentos, a nivel de MERCOSUR, hay una discusión importante sobre su 
reformulación, principalmente a pedido de Brasil y Argentina, que pretenden revisar el alcance que 
este tiene, en la medida en que parecería que hay ciertos obstáculos institucionales para su aplicación. 


En estos momentos, integrando la Comisión de Comercio del MERCOSUR, existe un subcomité técnico - 
Comité técnico N* 5 de Defensa de la Competencia- que originalmente estaba encargado de revisar ciertos 
aspectos del Protocolo de Fortaleza para introducir algunos cambios y permitir su entrada en vigencia. En 
estos momentos el comité técnico no está operando porque la discusión se encuentra a nivel de la Comisión 
de Comercio. Esta Comisión está reviendo la forma en la que se va a revisar el Protocolo por parte de los 
órganos más técnicos, como es el Comité Técnico. En primera instancia, el Protocolo de Fortaleza preveía un 
control genérico de conductas tomado casi textualmente de la normativa europea, y luego un plazo para 
avanzar sobre un posible control de fusiones y un posible control de las ayudas del Estado, dos elementos 
también tomados de la normativa europea. 


En principio, el Protocolo no está vigente, está internado solamente por Brasil y Paraguay; existe una 
encendida discusión a nivel de los cuatro países sobre qué dirección debe tomar una posible modificación del 
Protocolo, pero lo que sí puedo decir es que la normativa MERCOSUR no preveía un control de fusiones y 
adquisiciones a texto expreso; lo que sí preveía a texto expreso era un control de conductas. 


SEÑOR PORTO.- Además de ser asesor de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y del equipo 
económico soy Catedrático de esta materia en la Facultad de Ciencias Económicas; no digo esto para 
hablar desde una posición de autoridad, que rechazo, sino para pedir disculpas por si se me va la mano 
en algún tema conceptual cuando haga la argumentación. 


El primer punto que me gustaría atacar, más allá de los ejemplos concretos, es la diferencia entre el concepto 
de posición dominante y el de poder de mercado, que está allí. Hay una cuestión que parece menor pero que 
no lo es, que me gustaría que el señor Diputado Posada considerara. Fíjense que en el concepto de posición 
dominante del proyecto que envía el Poder Ejecutivo, se dice que se entiende que una o varias empresas 
gozan de una posición dominante en el mercado cuando pueden afectar sustancialmente las variables 
relevantes del mismo, con prescindencia de las conductas de sus competidores, mientras que cuando se habla 
de poder de mercado se dice que se pueden decidir las estrategias. No es lo mismo decidir que afectar, porque 
la decisión implica algún tipo de comunicación expresa, de acuerdo, de amenaza o promesa que afecta la 


decisión del otro, mientras que afectar las variables incorpora estrategias de colusión tácita. Voy a poner un 
ejemplo de texto que no tiene referencia a ninguna empresa uruguaya, pero que es conocido por todos 
nosotros. Cuando una empresa dice: "Me comprometo a tener el precio más bajo o le devuelvo la diferencia", 
lo que está analizado desde el punto de vista teórico y empírico en la literatura es que esa estrategia provoca 
que el pequeño comerciante piense para qué va a bajar el precio si igual la gente va a ir al otro lugar, porque 
de última si es más bajo le devuelven la diferencia; entonces pone el mismo precio que el otro. Sin hablar, sin 
llamar por teléfono, sin decidir sobre la estrategia del otro, afecto sus decisiones -y esa es la palabra- de 
forma tácita. Esa es una joyita de estrategia de las empresas para generar colusión tácita. Varios piensan que 
debería ser severamente sancionada -en Uruguay no lo es, está todos los días en la televisión- y algunos 
autores piensan que debería ser prohibida directamente. En la concepción del proyecto del Poder Ejecutivo, 
ese tipo de estrategia podría ser sancionada si genera un abuso de posición dominante; la posición dominante 
es afectar sobre los demás. No ocurre lo mismo en el proyecto anterior, porque no considera ese tipo de 
estrategia. 


En realidad, el ejemplo está vinculado a que conceptualmente no es lo mismo posición dominante que poder 
de mercado, e históricamente no fueron lo mismo. Acá es donde pido disculpas por si se me va la mano en el 
punto de vista conceptual. El concepto de posición dominante y de abuso de posición dominante es 
relativamente joven en las políticas de competencia, aparece a partir del desarrollo de la teoría, que no es otra 
cosa que lo abstracto y común a varias cosas concretas de la realidad, utilizando conceptos o herramientas, 
por ejemplo, en la teoría de los juegos. En particular uno -acaba de ser premio Nobel de Economía Thomas 
Schelling por el concepto de movimiento estratégico- que está vinculado al concepto de dominación en 
economía. Se entiende que una empresa domina en un mercado cuando realiza un movimiento de forma tal 
que afecta los movimientos de los demás en beneficio propio. Eso es lo que se recoge acá -y en la Unión 
Europea, como señalaba el economista Bergara- como concepto de posición dominante. 


¿Cómo se edifica una posición dominante? Según el desarrollo de la teoría y la evidencia empírica de los 
últimos veinte años, a través de diversas estrategias. Una de ellas, y solamente una, es la fusión. El tema es 
que hace cien años quizás la fusión era la estrategia por excelencia y por eso fue siempre tan regulada y 
controlada. Pero hoy en día hay otras estrategias como, por ejemplo, la localización. Cuando se compite en 
cercanía y yo instalo un hipermercado en un determinado lugar, supongamos en Ciudad de la Costa, ya le 
estoy frenando el ingreso a cualquier otro hipermercado. Es una ventaja de primer movedor que afecta las 
decisiones de los demás en beneficio propio, y eso no es fusión ni coalición; es simplemente invertir en 
localización. Hay otras estrategias como la inversión en tecnología, conocimiento, la propia publicidad, la 
inversión en calidad, en diseño, que también generan posición dominante. Entonces, uno tiene que ver si hay 
estrategias buenas para la sociedad, que generan posición dominante, y si hay estrategias malas para la 
sociedad, que también generan posición dominante. Que la concentración, las coaliciones, las fusiones, sea 
una de ellas, pero una más de ellas, no "la" por excelencia que haya que controlar previamente. Lo que hay 
que controlar es si esas estrategias después generan perjuicios desde el punto de vista social. El análisis de 
esos perjuicios no solo debe hacerse desde el punto de vista estático sino también dinámico. Es decir que hay 
buenas estrategias de ese tipo porque muchas de ellas, como ser la inversión en tecnología o en 
conocimiento, generan beneficios para el conjunto social. Entonces, edifican una posición dominante, pero 
no las voy a frenar porque generan un beneficio para el conjunto social. Lo que puedo observar, en todo caso, 
es si algunas de esas estrategias generan un perjuicio para el conjunto social y eso es cuando hay un abuso de 
la posición dominante. 


Esto tiene que ver con el hecho de que el análisis de la política de competencia no debe verse en forma 
aislada sino en conjunto con las demás, en principio, con la política de crecimiento del país. En este caso, no 
se trata de una diferencia entre los dos proyectos sino que ambos recogen el tema de la ganancia de 
eficiencia. ¿Por qué? Porque ambos vinculan esto con la política de crecimiento del país. Entonces, si hay 
una concentración que genera ganancia de eficiencia, en ninguno de los dos proyectos sería analizada y, 
mucho menos, penada. 


Pero esto no solo está vinculado con las políticas de crecimiento sino con el resto de las políticas industriales 
y sectoriales del país. Uruguay tiene una economía pequeña -como bien se fundamentó al inicio-, con 
unidades pequeñas consideradas internacionalmente, que necesitan crecer mediante otras economías que las 
solamente de escala por asociación, también, por ejemplo, por otro tipo de externalidades o economías de 
red. En este momento, el Gobierno está promoviendo una experiencia piloto de política industrial, que va a 
promover la "asociatividad" entre las empresas. Entonces, hay que ser coherentes en las dos políticas porque 


si promovemos la "asociatividad" entre las empresas para competir internacionalmente, lo que tiene que 
hacer la política de competencia no es controlar eso en forma previa si se está promoviendo por el otro lado, 
sino verificar y estar atentos a que eso no genere abuso de posición dominante. Creo que el ejemplo del señor 
Diputado Brenta es clarísimo en el sentido de que si a CONAPROLE no se le hubiera dado el monopolio 
legal de Montevideo durante muchos años, no habría podido ejercer esa estrategia de "asociatividad" con 
todos los tambos y no tendría hoy las ventajas que posee para competir internacionalmente. Es decir que no 
todos los oligopolios son malos; lo son si se abusa de ese poder de oligopolio y eso es lo que el proyecto del 
Poder Ejecutivo intenta reafirmar. 


Desde el punto de vista del MERCOSUR, hay que distinguir entre la coordinación y las políticas de 
competencia nacionales o supranacional. En ese sentido, el ejemplo de la Unión Europea es uno de los más 
claros. Cada uno de los países tiene sus políticas de competencia y hay una política de competencia 
supranacional. Esto no necesariamente implica que las políticas nacionales tengan que estar coordinadas para 
tener una política supranacional porque el mercado es diferente; es otra cosa. Voy a poner un ejemplo que no 
creo que vaya a pasar, pero por las dudas. En la historia de la política de competencia en Estados Unidos, 
desde la primera Ley de 1890 de Sherman hasta una de las últimas de Hart, Scott y Rodino, de 1976, ha 
habido sucesivos cambios respecto de cómo regular la competencia o, inclusive, las fusiones y adquisiciones, 
etcétera. En la de 1976 se da poder a la Comisión Federal de Comercio y al Departamento de Justicia para 
rever las fusiones anteriores en función de cierto umbral de parte del mercado. Estoy hablando de fusiones 
horizontales y verticales. Imagínense que, en un ejercicio de coordinación del MERCOSUR, a alguno de los 
países miembros se le ocurra hacer ese tipo de cosa, como rever la fusión vertical o la integración vertical de 
CONAPROLEÉ, siendo que es uno de nuestros campeones nacionales, para asimilarlo a políticas similares que 
aplicó Europa, después de la Segunda Guerra Mundial, no controlando las fusiones sino fomentándolas, 
precisamente, para generar campeones nacionales. 


Lo mismo pasa con otros sectores de la actividad. Como bien decía el economista Bergara, la economía 
uruguaya ya está concentrada, pero uno de los principales problemas no es tanto la concentración frente al 
mercado final sino, además, frente a los productores, porque no solo tenemos oligopolios sino también 
oligopsonios, es decir, pocos que compran. Y muchas veces esas alianzas o fusiones verticales permiten 
conciliar la diferencia de intereses a lo largo de la cadena productiva y hacer mejoras de eficiencia. Los 
ejemplos más notorios de Uruguay son los de la desintegración vertical que existe en la cadena de ganado 
vacuno, versus la integración vertical del sector lácteo, del arrocero o del de cebada-cervecero. Esas 
cuestiones jugaron mucho en cuanto a cómo fueron competitivas y se desarrollaron estas cadenas a lo largo 
de años en el Uruguay. 


En resumen, lo que el proyecto del Poder Ejecutivo intenta argumentar en su exposición de motivos es que 
no toda concentración es buena ni mala, no es la única estrategia posible para edificar una posición 
dominante -hay otras que son buenas, las concentraciones también pueden ser buenas- y que el hecho mismo 
de desarrollar una estrategia no implica que haya que controlarla, porque con el mismo criterio deberíamos 
controlar todas las otras estrategias que generan posición dominante, no solo las fusiones, sino también la 
inversión en localización, en publicidad, en tecnología, en conocimiento, o estas estrategias que dicen tener 
"el precio más barato o le devolvemos la diferencia" porque cualquiera de esas genera posibilidades de abuso. 


En síntesis, creo que el enfoque del proyecto anterior era muy bueno y estaba muy bien orientado. Entiendo 
que a todos nos guía el mismo espíritu en el sentido de tratar de que la política de competencia termine con 
los abusos, y que la diferencia entre los dos proyectos simplemente es que el del Poder Ejecutivo recoge los 
últimos veinte años de experiencia y de teoría, mientras que el anterior recoge más la visión anglosajona y el 
enfoque de Estados Unidos en el tema que, a su vez, toma lo final y no lo que fue la evolución de la política 
de competencia, que muestra que en los diferentes momentos y etapas de cada país esa política puede ir 
cambiando. 


SEÑOR POSADA.- El asesor de la OPP puso el ejemplo de la propaganda de supermercados y dijo 
que no estaba sancionada. Eso no es cierto; hay que leer el proyecto. Así se podrá concluir en que en el 
artículo 2” -que es el mismo inciso del artículo 2” del proyecto del Poder Ejecutivo- se dice: '"Se prohibe 
en general el abuso de posición de mercado, así como todas las prácticas, individuales o concertadas, 
que tengan por efecto u objeto, restringir, limitar, obstaculizar, distorsionar o impedir la competencia, 
en una parte sustancial de cualquier sector de mercado". Es decir que el proyecto de la Cámara de 


Diputados también incorpora el concepto de abuso de posición dominante, que llama "abuso de 
posición de mercado". ¿De acuerdo? 


Además, cuando se habla de las prácticas prohibidas en el artículo 4? se dice: "Se declaran expresamente 
prohibidas, en tanto configuren algunas de las situaciones enunciadas en el artículo 2", las prácticas que se 
indican a continuación. La enumeración que se realizará es a título meramente enunciativo". Es decir que 
deja abierta la posibilidad de que en el concepto de abuso de posición de mercado estén otras y, por tanto, no 
se puede hacer la afirmación que se hizo. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Nosotros no vamos a hacer consideraciones de tipo general 
sino algunos anuncios para cuando entremos al análisis del articulado. Como están los invitados en 
Sala, me gustaría señalar algunas diferencias que, repito, no van al fondo de la cuestión. Nosotros 
tenemos más cercanía o acuerdo con el proyecto del Poder Ejecutivo que con el alternativo, aprobado 
por la Cámara de Diputados. Nos parece que el proyecto del Poder Ejecutivo mejora el anterior pero 
mantenemos diferencias respecto a algunos temas que solamente voy a enunciar y que consideraremos 
en el momento en que la Comisión estudie el articulado. 


En el artículo 8” se establece la posibilidad de requerir a la Justicia la realización de medidas probatorias 
reservadas sin noticia a los investigadores terceros. Aquí entramos en aspectos que están regulados en el 
Código General del Proceso, en el que se establecen medidas cautelares. Me parece que se agrega una 
cuestión absolutamente innecesaria. 


El artículo 9” establece que cualquier persona puede denunciar sin necesidad de acreditar interés alguno. Esta 
cuestión nos parece peligrosa porque podemos caer en la industria de la denuncia y comenzar a habilitar a 
alguien que sin tener ningún interés pueda generar la denuncia. Creo que a este mismo artículo habría que 
agregarle el otorgar vista al denunciado. Me refiero a cuestiones de procedimiento que están previstas en el 
articulado. 


También hay otras cuestiones que no me parecen convenientes. Por ejemplo, el artículo 15 establece 
sanciones a administradores, directores y representantes. Esta es una forma de traslado de responsabilidades - 
que lamentablemente sucede en forma frecuente en Uruguay- pretendiendo que determinados agentes de las 
propias empresas funcionen como controladores del Estado; entonces, se los amenaza cuando, en realidad, el 
Estado tiene que sancionar a la empresa. 


Asimismo, se hizo referencia a la creación de un Tribunal. En la legislación uruguaya la palabra "tribunal" 
está reservada a la función jurisdiccional. Por lo tanto, lo que aquí se está creando es una Comisión, una 
Dirección; reitero que por las características que tiene como, por ejemplo, consultas no vinculantes de 
asesoramiento y de recomendación, la palabra "tribunal" está reservada a la función jurisdiccional. En todo 
caso, voy a elaborar estas diferencias de instrumentación y creo que vamos a poder acordar alguna 
modificación en el articulado. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Con respecto a lo que establece el 
artículo 8” debo decir que si ya está legislado y es innecesario agregar la posibilidad de requerir a la 
Justicia la realización de medidas probatorias, no vemos inconveniente en hacerlo. Lo importante es 
que entre las medidas preparatorias para el análisis de la denuncia eso se pueda hacer. Entonces, es 
mejor si ya existe una legislación que lo permite. 


Con respecto a la duda que aparece en el artículo 9%, en el sentido de si puede haber denuncia sin interés 
directo, digo que, en principio, la competencia es el bien que se intenta proteger con esta legislación porque 
el objetivo final es el bienestar de los consumidores que refieren a los bienes y servicios del mercado. El tema 
es muy amplio para saber si la gente va a tener o no interés directo y legítimo, pero está claro que la 
Comisión o el Tribunal de la competencia va a poder actuar de oficio. Lo importante es que haya amplias 
posibilidades de actuar aunque no necesariamente tiene que haber una denuncia de un competidor o de un 
consumidor que se sienta afectado directamente. No creemos que este sea un elemento de relevancia pero, 
reitero, lo importante es que el órgano de aplicación de la legislación de competencia tenga capacidad de 
actuar, más allá de que pueda haber alguien que directamente se vea afectado por las prácticas 
anticompetitivas. 


Con respecto a conferir vista, creo que está planteado en el artículo 9. 


SEÑOR CARDOSO (José Carlos).- En el proyecto del Parlamento se establece el otorgamiento de la 
vista pero no aparece en la iniciativa del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Quizás sea porque se refiere al 
artículo 22 que establece que para todo lo no previsto en este proyecto o en su decreto reglamentario 
relativo al procedimiento para la investigación y sanción de prácticas prohibidas, se aplicarán las 
soluciones del Decreto N” 500 del año 1991. Probablemente se haya sacado porque se entendía que era 
redundante con el Decreto N* 500 del año 1991 que salvaguarda todo el procedimiento en lo que no 
está especificamente estipulado en este proyecto o en el decreto reglamentario. No tenemos 
inconveniente en dejar explicitado que se confiere vista en este sentido, porque como bien se ha dicho, 
estaba establecido en el proyecto original del Poder Ejecutivo. 


Con respecto al artículo 16 que refiere a sanciones a administradores, directores y representantes de personas, 
debo decir que tomamos la experiencia internacional. Muchas veces ocurre que las mismas personas hoy 
tienen una empresa, mañana otra y pasado otra diferente y creo que si se sanciona solo a las empresas y no se 
tiene un registro de quiénes son los responsables -que, en última instancia, son los que toman las decisiones-, 
estaríamos perdiendo de vista a quiénes se debe sancionar. Somos partidarios de mantener la lógica de 
sancionar a las personas porque, reitero, son quienes toman las decisiones. 


Como bien mencionaba el economista Porto, en otros países esto tiene naturaleza jurisdiccional, o sea, en 
muchos casos es la Justicia la que define los casos de defensa de la competencia. En realidad en cuanto al 
contenido y a la naturaleza del problema el órgano de aplicación de alguna manera tiene una naturaleza 
jurisdiccional. Es cierto que en el ordenamiento institucional que estamos promoviendo esto no está en el 
ámbito del Poder Judicial. Por razones operativas y por la necesidad de que en la etapa incipiente tenga una 
fortaleza institucional, lo seguimos manteniendo como un Tribunal dentro del Poder Ejecutivo. Pero el 
nombre no hace a la cosa en ese sentido. Ahora que lo razono en voz alta creo que llamarle Tribunal de 
Defensa de la Competencia le hace perder de vista el carácter proactivo de la promoción de la competencia. 
Quizás sea más adecuado denominarlo Comisión de Promoción y Defensa de la Competencia. 


SEÑOR PORTO.- Quiero referirme a lo que mencionó el señor Diputado Posada. 


Creo que el artículo 2* podría -con todo respeto hacia el señor Diputado- ser el marco para ese tipo de 
prácticas. No soy abogado pero pienso que existiría siempre la duda razonable porque el artículo 2” es un 
principio general que después tiene que ser operacionalizado. Dicha operacionalización implica la definición 
de los conceptos en forma rigurosa. Es en esta definición que no se encuentra el concepto de poder de 
mercado, por lo tanto, tendría que decir "asimismo". Ahí efectivamente podría, pero no necesariamente 
porque, además, en el artículo 2* la frase: "así como todas las prácticas", debe referir a una parte sustancial de 
cualquier sector del mercado. Alcanza con que la misma práctica se limite a, por ejemplo, Curva de Maroñas, 
para que tenga el efecto sobre todo el mercado, pero la estoy limitando a una parte no sustancial del mismo. 
Acepto que podría pero existen dudas razonables y cuando esto sucede los abogados terminamos en juicio. 


SEÑOR POSADA.- Acá no hay dudas razonables. El artículo 2* dice que todos los sectores de mercado 
estarán regidos por los principios y reglas de la libre competencia. Además, se fija el principio general, 
que es el mismo que se recoge en el proyecto del Poder Ejecutivo; así que no hay nada nuevo. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Se hace referencia a los mercados y no a 
los sectores. 


SEÑOR POSADA.- Creo que desde el punto de vista semántico hay muchas cosas para mejorar. 
Estábamos analizando el aspecto conceptual y reitero que en el artículo 2” no hay diferencias entre lo 
que plantea el Poder Ejecutivo y el proyecto que aprobó la Cámara de Diputados. 


SEÑOR CHA.- Creo que los distintos enfoques filosóficos y de teoría económica han determinado que 
haya diferencias en cuanto a terminologías y a cuestiones semánticas que pueden ser fácilmente 


aclaradas en el curso de una conversación y con la voluntad de ponernos de acuerdo sobre algunos 
detalles. Si bien son importantes se pueden arreglar políticamente. 


La bondad del proyecto anterior era que entre las distintas filosofías y teorías económicas se podía llegar a un 
punto de acuerdo; parecía que la simpleza de nuestra economía producía este milagro. El haz de diferencias 
que se dibujan en torno al proyecto del Poder Ejecutivo son fácilmente subsanables en algunos casos. El 
punto se centra en la discusión respecto a que haya o no control previo. Y entiendo la explicación que daban 
los economistas cuando analizaban el proyecto del Poder Ejecutivo. Como decía el señor Subsecretario, si 
una concentración "per se" no significa un daño o perjuicio para nadie ¿por qué debería establecerse un 
control previo cuando, por ejemplo, lo que debe controlarse es si existen prácticas abusivas? Si ese es el 
razonamiento, lo que habita en el debate de esta Comisión es si la concentración "per se" no es un perjuicio o 
un daño factual comprobado para la economía o los consumidores, y entonces habría que analizar si toda 
concentración es buena; en definitiva, habría que analizar si toda concentración, según la medida que tenga y 
según el sector que involucre, es buena tanto para la eficiencia como para los intereses generales del país y de 
nuestras opciones alineadas con nuestra política de crecimiento. Son dos cosas distintas; es lógico que a 
priori no se pueda definir cuál es mala. Ahora, a priori tampoco se puede decir que la concentración, en la 
medida que sea, en determinado sector, es buena o favorable para los objetivos que nos planteamos. Esa es la 
discusión que se plantea. Supongo que si tuviéramos un organismo de contralor en la materia, si la 
concentración no afectara, podríamos decir que es beneficiosa para los procesos de eficiencia económica y 
para el país y sus consumidores. Pero pueden existir casos en los que, según el sector que involucre y la 
medida de esa concentración, podrían generar una situación peligrosa que desde el punto de vista político 
entendiéramos no conveniente para los objetivos planteados. En ese caso no habría control previo y 
estaríamos perdiendo el análisis de esa eventualidad. 


Creo que es en este aspecto que se centra la discusión, más allá de que entendemos que poder de mercado es 
una cosa, posición dominante es otra y prácticas abusivas otra. La concentración y los oligopolios no en 
todos los casos son un perjuicio y a veces, de acuerdo con el desarrollo económico que se pretenda, pueden 
plantearse en condiciones muy favorables. 


Si solo discutimos sobre las prácticas y su control, si son de carácter abusivo, quizás perderíamos el análisis 
de si una determinada concentración en cierto sector no constituiría a priori un dato poco beneficioso o 
directamente un perjuicio para los objetivos que nos hemos planteado. Creo que ahí se centra la discusión y 
en ese sentido tendremos que meditar bastante para allanar el camino y votar este proyecto con el mayor 
consenso posible. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Precisamente, la intervención del compañero Chá sirve de inicio a la posición 
que quiero manifestar. Prácticamente, desde que firmé este proyecto de ley -el mismo que fuera 
aprobado por esta Cámara en el Período anterior- aclaré al señor Diputado Posada que tenía alguna 
observación y que apoyaba el tratamiento legislativo del tema porque lo entendía absolutamente 
necesario, dados algunos de los indicadores que leyeron los integrantes del equipo del Ministerio de 
Economía y Finanzas, relativos a la situación actual de la defensa o de la promoción de la competencia 
en el país. Entendía que darle trámite legislativo en aquella oportunidad era importante y había 
posibilidades de discutir algunos de los artículos del proyecto anterior. 


He estudiado la legislación comparada e inclusive utilicé, quizás con un sentido contrario, la opinión que nos 
dio el doctor Rippe cuando compareció a esta Comisión -que agradecemos desde ya-, acentuando mi posición 
coincidente con la que hoy expresa el Poder Ejecutivo, de la no conveniencia de un control previo, en función 
de la evolución de la legislación comparada en el tema. Evidentemente, también consideré el estado de 
desarrollo de los mercados en los distintos países y cuándo se aplicaron o no este tipo de controles. En esa 
exposición que nos presentó el doctor Rippe, planteó el caso de la Unión Europea, que en un principio, 
obviamente por la necesidad de encontrar -como creo que también decía el economista Bergara- niveles de 
escala que permitieran competir con las grandes empresas, fundamentalmente americanas, favorecían esa 
concentración. De esa manera, tendrían el potencial suficiente como para competir. Entonces, nos referíamos 
a nuestra posición en un mercado que pretende ser integrado en el MERCOSUR, al lado de dos gigantes 
desde el punto de vista de economías de escala. Por lo tanto, entendíamos que podía ser conveniente una 
legislación que limitara algunas posibles asociaciones en nuestro mercado para hacerlo interesante, a través 


de la economía de escala, para que esté presente, y de esa manera genere eficiencias que hoy las condiciones 
de nuestro mercado no permiten. 


Sin desconocer los criterios que habían manejado esta Comisión y la Cámara en el Período anterior, 
planteábamos la posibilidad de utilizar un mecanismo alternativo al control previo, que es la notificación. 
Creo que todos han leído el aditivo que presentamos al Capítulo I, por el que establecíamos un sistema de 
notificación, de manera que sirviera de alerta al órgano que va a controlar -no lo llamemos tribunal, mientras 
se decida el tema- en lo que respecta a las posibles concentraciones y, en función de esa alerta, ver si las 
conductas que se dan a partir de aquellas pueden ser perjudiciales para el resto de la sociedad, obviamente, 
para los competidores y los consumidores. 


También podría agregarse alguna medida complementaria -como se dijo- al proyecto del Poder Ejecutivo, 
con un aditivo que prevea que podrá disponerse el cese preventivo de una conducta en caso de que pudiera 
tener consecuencias dañosas, o en caso de que la misma fuera capaz de producir daños graves, o ya los 
estuviese produciendo. Luego se pasará el tema a la Justicia, de forma de que esta sea la que determine si ha 
existido violación a la legislación. 


Debe tenerse en cuenta la filosofía de no establecer controles previos que puedan desestimular determinadas 
inversiones nacionales o internacionales, asociaciones que traten de apoyar una política industrial en función 
del proyecto de país productivo, de crecimiento, que este Poder Ejecutivo ha formulado. Por lo tanto, 

entendemos conveniente no poner un impedimento que "per sé" pueda desestimular ese tipo de asociaciones. 


El señor Diputado Posada hacía referencia a la redacción del artículo 6* del proyecto del Poder Ejecutivo. 
Creo que es uno de los artículos en los cuales mejor queda expresada la diferencia entre la definición de 
posición dominante, tan amplia como se puede pretender, y de abuso de posición dominante. Nos parece 
correcta esa forma de presentación, es decir, definir en un mismo artículo la posición dominante y luego decir 
cuándo se considera el abuso de esa posición dominante. Será a través de las evaluaciones de esas conductas 
que luego se podrán tomar las acciones correctivas o, en caso de que se aceptara el aditivo presentado, el cese 
preventivo de las mismas. Eso era lo que quería manifestar. 


Sin perjuicio de que continuemos con la consideración de este tema, como estoy viendo que el quórum está 
quedando raleado, quiero informar a los miembros de la Comisión que está previsto para el jueves 1* de 
diciembre a la hora 15 la comparecencia del señor Ministro de Economía y Finanzas, a fin de tratar la 
reforma tributaria 


También quiero decir que luego de dar por terminada la discusión de este tema, el Ministerio va a dar su 
opinión acerca del proyecto de ley presentado por legisladores de todos los sectores de la bancada 
mayoritaria, por el que se pretende facultar a ANTEL a modificar la forma de adquisición establecida en el 
TOCAF y la autorización para contratar personal a término. Obviamente, en este caso nos referimos a los 
conceptos generales del proyecto de ley y, en particular, a la inclusión de un nuevo literal en la regulación, 
relativo a cuáles son aquellas operaciones en las que se puede prescindir de la licitación pública. 


Seguimos adelante con el tema de la competencia. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Creo que el señor legislador Chá pone 
en el justo término el punto central -después podemos coordinar con el señor Presidente de la 
Comisión para allanar esos pequeños detalles de discrepancia-, que consiste en si es imprescindible un 
control previo o si hay mecanismos de alerta, un llamado de atención, como una notificación. 


El agregado que planteaba el señor Diputado Asti, establece la posibilidad de explicitar que esa notificación 
traiga aparejada ciertas actividades. Hoy hablábamos de solicitar información sistemática o algo por el estilo. 


Creo que él ubicaba bien el tema. Está claro que no todas las concentraciones son malas, pero puede haber 
alguna mala porque genera un peligro. Un juez no cobra peligro de gol; cobra el gol cuando se hace. Con esa 
filosofía, una concentración efectivamente puede favorecer la aparición de posiciones dominantes y, por lo 
tanto, la aparición de conductas abusivas o de prácticas anticompetitivas. Creemos que es importante que 
haya una alarma. Teniendo en cuenta las bondades y perjuicios que puede tener el control previo, alcanza con 
que la alarma sea una notificación que llame la atención al órgano de aplicación acerca de que en ese sector 


pueden empezar a generarse conductas anticompetitivas, porque se está consolidando una posición 
dominante. 


Creemos que sería muy costoso incorporar el control previo en ese sentido. Acá también hay un tema de 

recursos. Por ejemplo, Argentina dedica muchos recursos humanos a controles previos. En el 99% de los 
casos no se rechaza la fusión. A no ser que estemos pensando en un órgano de aplicación multitudinario - 
nadie está pensando en eso-, los escasos recursos debemos focalizarlos en el tema de las prácticas. 


El otro aspecto que quería mencionar -para cerrar nuestra participación en el tema de la competencia- es que 
nosotros asignamos mucha importancia a este proyecto. Creemos que es una de las tres o cuatro iniciativas 
principales que contribuyen a mejorar el clima de inversión en el país. Inclusive, a raíz de este intercambio va 
a salir un buen proyecto que va a mejorar de manera sustancial la legislación vigente. Por lo tanto, creemos 
que va a ser bueno para el país avanzar lo antes posible en esta línea. 


SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ.- Quiero hacer una pregunta con respecto a lo planteado por el señor 
Presidente de la Comisión 


El señor Subsecretario hablaba del tema de la alerta, que podía ser incorporado. El aditivo presentado 
establece: "Todo acto de concentración económica deberá ser notificado al órgano de aplicación por las 
empresas participantes cuando se den las dos condiciones siguientes: a) Cuando como consecuencia de la 
operación se alcance una participación igual o superior al 60% del mercado relevante.- b) Cuando la 
facturación bruta anual en el territorio uruguayo del conjunto de los participantes en la operación, en 
cualquiera de los últimos tres ejercicios contables, sea igual o superior a 1.000 millones de Unidades 
Indexadas". 


¿Esos elementos son considerados correctos, adecuados, acordes con la realidad? Pienso que el señor 
Presidente Asti debe haber establecido las cifras teniendo en cuenta determinados parámetros. ¿Ustedes lo 
consideran como un buen elemento? 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Nos acercaron cuatro modificaciones 
explícitas al proyecto original: una sería intercalar un inciso en el artículo 2”, otra relacionada con la 
notificación, otra sobre cese preventivo y otra sobre medidas cautelares. Vemos adecuados los cuatro 
aditivos y en particular las condiciones de concentración con esos parámetros. 


SEÑOR PORTO.- El aditivo propuesto por el señor Presidente acerca las dos posiciones. Fíjense que 
una fusión o una adquisición en sí misma es una conducta y el órgano competente puede actuar de 
oficio y no necesariamente frente a una denuncia. Es decir que si alguien notifica al órgano una 
conducta que es una asociación, fusión o adquisición, y este entiende que esa conducta restringe la 
capacidad de competencia, puede actuar. Entonces, puede actuar sin necesidad de control previo, 
simplemente porque la conducta puede ser restrictiva de la competencia. Creo que el aditivo acerca las 
dos posiciones -porque todos estamos buscando lo mismo- sin necesidad de incurrir en los costos del 
control previo al cual se hacía referencia. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Sobre el segundo aspecto, referido a la 
posibilidad de que ANTEL opere con un régimen especial en ciertas contrataciones, nosotros creemos 
que en general debemos pensar y elaborar modificaciones al régimen de derecho público actual para 
hacer más acordes las posibilidades competitivas de las empresas públicas, sobre todo de aquellas que 
tienen segmentos en competencia con el sector privado. Por lo tanto, desde ese punto de vista, 
pensamos que no solo se trata de ANTEL sino que tendríamos que ver un abanico amplio de reformas 
con relación a las formas de contratación del régimen de derecho público 


Podemos decir que a nivel del Ministerio de Economía y Finanzas estamos trabajando en una revisión de las 
normas de contratación de derecho público, lo cual le facilitará a las empresas públicas este tipo de 
actividades y contrataciones. Sin perjuicio de eso, no planteamos oposición a que como un elemento de 
avanzada, si se quiere, haya algún mecanismo especial para ANTEL porque sabemos que hay una cuestión 
zafral en el corto plazo que lo amerita; esto ayudaría a hacer modificaciones en ese sentido. 


Reitero que creemos que esto debe incorporarse y habilitarse hasta que haya una modificación más integral 
de las formas de contratación previstas en el derecho público, no solo para ANTEL sino para el conjunto de 
los organismos públicos. 


En ese sentido, la preocupación nuestra es general. Si ustedes entienden que debe anticiparse algo de esto 
para el caso de ANTEL por esta vía, no vemos mayores inconvenientes, pero sí aclarando la idea de que 
después ANTEL y todos estos casos pasen a un nuevo régimen de derecho público que habilite más 
flexibilidad a la contratación. 


SEÑOR CHA.- Causa mucho beneplácito estar en absoluta coincidencia con la posición que se acaba 
de expresar. Creemos que debe ser nuestra función allanar todas las posibilidades de modificación en 
cuanto al derecho público para permitir un escenario de competitividad y de mejora de gestión de 
nuestras empresas públicas, en el desafío y encrucijada en las que se encuentran en esta nueva realidad 
económica que hoy tenemos 


Doy el visto bueno a la opinión que se acaba de expresar, acerca del proyecto que hemos introducido los 
legisladores de la bancada oficialista en cuanto a ANTEL y me parece que debería trabajarse rápidamente 
para darle a esta empresa las posibilidades que plantea ese proyecto, ya que son muy necesarias para el 
desempeño de la empresa de todos en este contexto especial en que estamos trabajando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos al señor Subsecretario de Economía y Finanzas y a los 
economistas Porto, Antía y Zipitría todas las consideraciones realizadas. Esta Comisión seguirá 
tratando el tema en la próxima reunión. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


